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Relatoría de las Conferencias de Clausura de la Especialización en Regulación y Gestión de las Telecomunicaciones y Nuevas tecnologías
2016 – 2017

El pasado 26 de mayo de 2017, en el marco de la clausura del programa de Especialización 2016 – 2017, el Departamento Derecho de las Telecomunicaciones, invitó a expertos del sector TIC para exponer y discutir temas de actualidad.  

1. Dr. Germán Bacca Medina – Comisionado Experto de la Comisión de Regulación de Comunicaciones

En la sesión de la mañana, el Doctor Germán Bacca, desarrolló la visión de la CRC sobre Economía Digital, enmarcándose en las acciones que ha liderado el Regulador y en los retos que esta implica para el sector.
En su exposición, fue enfático en que las empresas que ofrecen servicios de manera tradicional deben adaptarse a la era de la Economía Digital, resaltando la importancia de verla como una oportunidad y no como una amenaza. 
Respecto de los desafíos, señaló que el enfoque de usuario es fundamental, por lo tanto los reguladores de distintos sectores deben velar por su bienestar, más allá de proteger a agentes específicos.  En consecuencia, considera que no solo debe evaluarse la alternativa de regular ciertos servicios innovadores, sino que también debe estudiarse la posibilidad de desregular a los prestadores tradicionales. Además, el Dr. Bacca señaló el impacto positivo de exponer públicamente las preferencias y las percepciones de satisfacción de los usuarios, ya que esto se convierte en un elemento de competencia.
Igualmente hizo un recuento de la posición de Colombia en distintos índices globales, sobre innovación, consumo de servicios en Internet, distribución de la pauta publicitaria e infraestructura, en los que se evidencian los grandes cambios que la Economía Digital ha traído y seguirá trayendo para el país.
Entre otros temas, señaló que mundialmente se está discutiendo la transformación digital, la neutralidad de red, Big Data y protección de datos personales (considerando las diferencias entre el estándar europeo y el de EEUU), y la competencia en el entorno digital.
Frente al marco de política pública para incentivar la Economía Digital, señaló que acorde a las capas de Internet, los aspectos relevantes son: acceso con más calidad y seguridad; la promoción y seguimiento a los asuntos laborales y las nuevas tecnologías, así como lograr profesionales idóneos en este punto; la capacitación y educación en temas digitales; el incentivo a la industria TI y la apropiación tecnológica; la protección del consumidor; el cierre de brechas; el impulso a los medios de pago digitales; el Big Data; la reducción de aranceles e impuestos; y la importancia de velar por la multiplicidad de agentes.
Señaló también que la protección al consumidor, la protección de datos y la competencia, son los principales retos para los reguladores. Los cuales son puntos clave en la pugna entre los proveedores de contenidos y aplicaciones (PCA) y los operadores tradicionales en los distintos sectores.
Finalmente, cerró mencionando las actividades que la CRC adelanta actualmente en materia de la Economía Digital, siendo estas: foros de divulgación, elaboración de la estrategia de medición, estudio de la hoja de ruta, revisión del marco regulatorio, definición de la senda de banda ancha, participación en la gobernanza de Internet y estudio sobre el comercio electrónico en el país.  

2. Dr. Sergio Martínez - Alta Consejería Distrital de TIC 

El Alto Consejero se centró en la visión de Economía Digital del Distrito, a la que calificó como complementaria a la estrategia nacional, especialmente en la coyuntura actual.  Posteriormente, indicó que el  origen institucional de la Alta Consejería, se encuentra en la administración Petro, sin embargo, explicó que bajo el actual alcalde se transformó la institución conforme a las necesidades de la ciudad, de manera que su objetivo actual es actuar como articulador del ecosistema digital de Bogotá, teniendo en cuenta el dinamismo propio de la industria TIC y los retos que plantea para su regulación.
Seguidamente, resaltó el papel fundamental de la información para la construcción de políticas públicas, aspecto el cual condujo a la entidad a contratar una consultoría para que diera cuenta de la situación del ecosistema digital en la capital. Así, esta determinó la oferta y la demanda de servicios digitales en Bogotá, la cadena de valor y los agentes en cada uno de sus eslabones, con el fin de conocer las necesidades de cada uno en los frentes de infraestructura, apropiación, emprendimiento y transformación digital, conforme al Plan de Desarrollo Distrital. 
De forma que para el denominado índice ‘BogoTIC’, resultante de la consultoría, se definieron cuatro dimensiones: conectividad, desarrollo digital, cultura digital y usuarios, cada una de estas con indicadores propios para el entorno bogotano.
Finalmente, frente al estudio contratado resaltó los siguientes resultados:
· El desarrollo de la Economía Digital es diferente en cada una de las localidades, de manera que se reflejan las dinámicas sociales, en varios aspectos, como: servicios y dispositivos TIC que se usan, frecuencia de conexión a Internet, usos de Internet.
· Se evidencia la importancia de incentivar la formación de talento digital y el uso de las TIC por parte de las empresas, especialmente las Mipymes.
· Los retos de conectividad e infraestructura que tiene el Distrito siguen siendo importantes, especialmente en las zonas rurales.
· En lo relativo al desarrollo digital existe falta de cohesión entre oferta y demanda.
· Se evidencia una falta de apropiación tecnológica en la ciudad, especialmente frente a: banca móvil, realización de trámites en línea y comercio electrónico.
· Se denota la importancia de desarrollar un portal distrital de datos abiertos, como futuro del Gobierno en Línea, contribuyendo a la rendición de cuentas y a la transparencia.
El documento está disponible en este link: http://ticbogota.gov.co/sites/default/files/documentos/documentobase_estudioeconomia.pdf


3. Dra. María Claudia Caviedes – Directora de la Delegatura de Protección de Datos de la Superintendencia de Industria y Comercio

La exposición de la Dra. Caviedes se centró los principios y aspectos generales del ordenamiento colombiano sobre protección de datos, con énfasis en los desafíos que representa la era digital para este régimen.
En primer lugar, expuso que el artículo 15 de la Constitución Política colombiana establece tres derechos fundamentales diferentes: a la intimidad, al buen nombre, y a conocer y rectificar la información que se recoge en distintas bases de datos.  Respecto de esto, explicó que se entiende por dato personal cualquier pieza de información que permite identificar a una persona, siendo esta la razón por la que su protección es un derecho fundamental, cuya importancia ha crecido en la era digital debido a que el tratamiento de datos ha tomado dimensiones inimaginables. 
Así, resaltó que cada persona es titular (o dueño) de sus datos. Por lo tanto, el consentimiento de los titulares para el tratamiento de sus datos personales, es un pilar fundamental para la recolección, el almacenamiento, la consulta, el uso y la circulación de los datos. Al respecto, recomendó que desde el mismo diseño de las aplicaciones se tengan en cuenta los lineamientos legales en materia de protección de datos, conocido esto como ‘privacidad por diseño’.
La Dra. Caviedes mencionó que anteriormente este derecho se amparaba vía tutela, hasta que con la expedición de la primera norma de protección de datos personales, la Ley 1266 del 2008, se empezó a brindar protección de tipo administrativo, en materia financiera y crediticia, especialmente frente a las centrales de riesgo y los operadores de información. Posteriormente, se expidió la Ley 1581 de 2012, la cual corresponde al régimen general de protección de datos, la cual también establece principios orientadores, deberes para quienes hacen el tratamiento de datos personales y derechos de los titulares de la información. Siendo estos últimos: acceso y consulta de su propia información, y facultad para solicitar la corrección, actualización y supresión de sus datos.
A continuación, expuso los principios que consagra la Ley, siendo estos: 
1) Legalidad: el manejo de datos personales es una actividad regulada, por tanto quienes realizan tratamiento de datos deben seguir las reglas consignadas en la ley; 
2) Finalidad: el tratamiento debe obedecer a una finalidad legítima, la cual debe ser informada al titular; 
3) Libertad: implica el consentimiento previo, expreso e informado que deben conferir los titulares de la información, respecto la finalidad y el tratamiento que se le hará a los datos;  
4) Veracidad: calidad y completud de la información que se está recogiendo y utilizando; 
5) Transparencia: claridad frente a los titulares respecto del tratamiento de los datos, y a la posibilidad de que estos presenten PQR; 
6) Acceso y circulación restringida: el tratamiento de la información solo puede darse por aquellas personas autorizadas por el titular; 
7) Seguridad: la información se deberá manejar con las medidas necesarias para evitar su adulteración, pérdida, acceso no autorizado o fraudulento;  
8) Confidencialidad: hace referencia a la reserva de la información, teniendo en cuenta que es indefinida frente a datos personales; 
9) Responsabilidad demostrada: se refiere al deber de garantizar la protección del derecho por parte de quienes hacen tratamiento de datos;
10) Necesidad y utilidad: debe recogerse solo aquella información que se va a tratar conforme a la finalidad autorizada;
11) Individualidad: se refiere a no hacer cruces de bases de datos, conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde 1992.
Comentó igualmente que en el mundo este es un tema de discusión y debate, por ejemplo, relató que la Conferencia Internacional de Autoridades de Protección de Datos emitió en el 2014, una resolución de recomendaciones sobre Big Data, en la que se resaltó como aspectos a tener en cuenta: el respeto a los principios de finalidad, necesidad, utilidad, consentimiento, transparencia, acceso a datos, seguridad, legalidad, datos como recurso público, privacidad por diseño, anonimización de datos, y la importancia de realizar evaluaciones de impacto del tratamiento de datos.
Por último, cerró su exposición citando la reflexión del denominado ‘Grupo de Trabajo del Artículo 29’ sobre Big Data, la cual señala que los beneficios derivados del análisis de grandes datos solo se pueden alcanzar con la condición de que se cumplan apropiadamente las expectativas de privacidad de los usuarios y se respeten los derechos de protección a sus datos.

4. Ángela María Mora - Directora de la Autoridad Nacional de Televisión

La Dra. Mora abordó en su conferencia los cuatro proyectos regulatorios que adelanta la entidad, conforme a las peticiones del sector en los últimos años.
En materia de televisión cerrada - por suscripción y comunitaria-, indicó que el año pasado se hicieron cinco mesas, donde los operadores solicitaron que se evaluará la realidad del funcionamiento del servicio, entre otras cosas, por la existencia de asimetrías y porque el ordenamiento aplicable de 1995, ya resulta obsoleto. 
Frente a la televisión por suscripción señaló que su régimen es dual, es decir, que de un lado, el servicio por cable se da a través de un proceso licitatorio para la celebración de un contrato de concesión; y de otro, el servicio satelital, se da través del otorgamiento de permisos, sin que sea claro el propósito de dicha distinción.  
Respecto de la televisión comunitaria, expresó que esta no opera como en el resto del mundo, es decir que realmente no es prestado por comunidades organizadas, sino que actúa como un operador de televisión por suscripción pero de menor tamaño, aclaró entonces, que sus ventajas residen en que los operadores no pagan concesión, pagan menos de compensación y para prestar el servicio solo requieren licencia; mientras que sus restricciones, corresponden a que no pueden ofrecer un gran número de canales y a que están limitados a un área de cobertura.
De manera que cuestionó que las exigencias a los operadores de televisión por suscripción y a los operadores de televisión comunitaria sean tan diferentes, cuando al final, el servicio es el mismo y el usuario es indiferente al tipo de tecnología empleado, además de que se terminan generando distorsiones en el mercado. En consecuencia, la Directora señaló que el propósito de la entidad es, dependiendo del caso, igualar las cargas entre los operadores, o marcar la línea de competencia (por ejemplo, hasta ahora los comunitarios van a pagar IVA, lo cual anteriormente se constituía como una ventaja competitiva injustificada frente a los operadores TV por suscripción).
Seguidamente se refirió a los pagos que deben realizar quienes estén interesados en ofrecer el servicio de televisión por suscripción, para esto, explicó que como es una concesión se sigue el proceso licitatorio establecido en la Ley 80 de 1993, de manera que por entrar al mercado debe darse un pago inicial, y posteriormente debe pagarse un valor denominado ‘compensación’ con base en el artículo 5 de la Ley 182 de 1995.  Dicha compensación se dirige al fomento de la televisión pública, -RTVC, Señal Colombia, Señal Institucional y los ocho canales regionales-, lo cual corresponde anualmente a 180 mil millones de pesos. 
Entonces,  la ANTV divide la concesión en dos aspectos: la concesión fija, la cual corresponde a un valor establecido en 51 millones de pesos, pagaderos en dos años, según esté establecido en el pliego o en la prórroga; y la concesión variable, cuyo valor está en función del éxito, y además varía según la tecnología empleada (cable o satelital).  Respecto de este punto, explicó que una de las mayores preocupaciones en el sector es la importante diferencia en el porcentaje de las contraprestaciones que se pagan bajo el régimen TIC y el de televisión, ya que corresponden al 2.2% y al 7% sobre ingresos brutos, respectivamente.
De manera que reiteró la falta de explicación para esos tratamientos diferenciados, y la consecuente visión de la ANTV de igualar las cargas, en virtud del principio de neutralidad tecnológica, señalando además que el estado actual genera un incentivo para que los agentes que prestan el servicio clandestinamente, no se formalicen.  En consecuencia, los fines de los proyectos de la ANTV son promover la competencia, disminuir barreras de entrada y la eliminación de asimetrías regulatorias. 
Asimismo, hizo referencia a las OTT, señalando que su masificación no va a ser en el corto plazo, debido a la baja penetración y velocidad de la banda ancha en Colombia, no obstante, mencionó que los grandes operadores de televisión por suscripción están empezando a sentir cierto impacto. 
De otro lado, señaló que el régimen actual no está siendo equitativo puesto que a los pequeños operadores les afecta mucho más que a los grandes operadores, pagar $2142 pesos por cada usuario, lo que resulta en una afectación desequilibrada al ARPU.
Respecto de la financiación de la televisión pública, señaló que la única forma viable y más equitativa, es el fondo al que contribuyen los operadores de televisión por suscripción (del cual el 70% se destina a este fin), de ahí que sea un reto para la ANTV bajar el porcentaje de contraprestación a una cifra cercana al 2.2%, sin terminar desfinanciando la televisión pública. En relación a esto, señaló que aunque ahora el servicio de Netflix esté gravado con IVA, esos dineros no van al fondo destinado a la televisión pública y la Autoridad no recibe estas sumas directamente.
Posteriormente, sobre la propuesta de modificación a las contribuciones de los operadores de televisión por suscripción, explicó que la entidad determinó que las contraprestaciones estarán ahora en función del número de habitantes de los municipios del país, y en consecuencia, procedió a diferenciar el porcentaje según si se trata de municipios con menos de 100.000 habitantes, más de 100.000 habitantes y más de 500.000 habitantes. De manera, que para los municipios con más de 100.000 habitantes, la compensación para el fomento bajará del 7% al 4.9% sobre ingresos brutos mensuales, y a partir del 2019 se espera una reducción adicional debido a que la ANTV recibirá un ingreso extra por la renovación de las prórrogas de Caracol y RCN; de otro lado, para los municipios con menos de 100.000 habitantes, la compensación será del 1.5% sobre ingresos brutos, esperando que este porcentaje sea un incentivo a la formalización, especialmente en esta categoría. Adicionalmente, se decidió delimitar claramente lo que significa ‘ingresos brutos’, con el objetivo de que no se preste a interpretación de los operadores.
Respecto de la concesión, explicó que el valor de las prórrogas es más alto que el valor inicial porque ya el operador tiene un mercado ganado, y se paga por los usuarios conectados al mes inmediatamente anterior. Frente a los contratos vencidos, explicó que se firmaron las prórrogas con la promesa de que una vez saliera el régimen de contraprestaciones se estableciera un esquema de pagos. Por lo tanto, DirecTV y Telefónica no van a volver a pagar más por usuario, sino que si tienen concesiones en municipios de más de 100.000 habitantes, pagarán apenas el 1%, y en municipios con menos de 100.000 habitantes, pagarán el 0.5%, lo cual, según indica la Dra. Mora, implica que una vez se venzan las prórrogas, cerca del 90% del país se va a beneficiar con esa reducción. 
Seguidamente, señaló que este proyecto va de la mano con otros tres, ya no frente al aspecto económico (aunque señaló que finalmente cualquier modificación del régimen se ve reflejada en la tarifa), sino al servicio como tal de televisión por suscripción, ya que la entidad adelanta una revisión de los acuerdos expedidos por la CNTV para determinar qué debe seguirse aplicando y qué debe modificarse. Además, aunque existe expresa disposición legal que señala que la televisión por suscripción solo puede darse mediante contratos de concesión, la entidad busca que próximamente se aplique también el esquema de habilitación general de la Ley TIC.
De otro lado, se refirió a una serie de cargas con la que cuentan los operadores actualmente, y que la ANTV considera como demasiado gravosas, por lo que apunta a su reducción, como son las obligaciones en materia de control y vigilancia, y reportes. En ese sentido, se refirió a las ESAL (entidades sin ánimo de lucro), que también se han convertido en una carga adicional para los operadores, ya que a estas deben ofrecerles servicio gratuito. También, describió la obligación que tienen los operadores de televisión por suscripción de contar con canales de producción propia y canales temáticos, los cuales, con un supuesto de propósito de incentivar la industria local, realmente terminan afectando a los operadores ya que les imponen cargas similares a cualquier canal de televisión abierta.
Luego, explicó un reciente fallo de la Corte Constitucional que impacta en gran medida al servicio de televisión, originado en la tutela presentada por una mujer raizal residente en Bogotá, en razón de que ningún operador de televisión por suscripción le ofrecía el canal regional TeleIslas.   Dicha acción fue fallada a favor de la ANTV en primera y segunda instancia, pero finalmente, al llegar a revisión de la Corte Constitucional fue resuelta a favor de la actora.  
Así, el Alto Tribunal le ordenó a la ANTV reglamentar que todos los operadores de televisión por suscrición transmitan la totalidad de los canales regionales en todo el territorio nacional, de manera que si cuentan con imposibilidades técnicas, deben remediarlas en menos de seis meses, ya que estas no pueden servir de excusa perpetuamente para no ofrecer el servicio.  Sin embargo, la Dra. Mora explicó que esto obliga a que los operadores realicen inversiones adicionales en infraestructura, lo que va a terminar afectando económicamente a los pequeños operadores, sin representar incrementos en la audiencia.
Finalmente, explicó el concepto de televisión comunitaria y su desarrollo en la ley. Sobre este, entre otros aspectos, indicó que por exigencia del TLC con EEUU, cada comunidad organizada puede contar con máximo 6.000 asociados, debido a que por el bajísimo valor con el que ofrecen el servicio, representan una competencia importante para los operadores de televisión por suscripción, quienes cuentan con más cargas, además de costos de operación mucho más altos.  Pero, señaló que lo importante es determinar qué agentes no son comunitarios sino que son realmente operadores de televisión por suscripción, con el fin de que estos migren al régimen que corresponde y compitan en condiciones adecuadas.


5. Panel: “Economía Digital y regulación”
En la sesión de la tarde, se adelantó un panel moderado por el Doctor Felipe Tovar de Andreis, en torno a la discusión sobre Economía Digital y regulación, el cual contó con la participación de: Santiago Pardo, Vicepresidente de Asuntos Corporativos y Gobierno de Comcel S.A.; Fabián Hernández, Director de Relaciones Institucionales, Fundación y Regulación de Telefónica Colombia; Ana Lucia Lenis, Gerente de Políticas Públicas y Asuntos Gubernamentales para Centroamérica y la Región Andina de ‎Google; y, Lorenzo Villegas, consultor experto en TIC y ex Director Ejecutivo de la CRC. 
En primer lugar, el moderador planteó la pregunta acerca del concepto de Economía Digital, qué incluye y cuál es su alcance respecto de las actividades económicas, y en general, para la vida en sociedad.
Así, la representante de Google afirmó que está en desacuerdo con las opiniones que consideran que el impacto de la Economía Digital debe ser mitigado, ya que por el contrario, considera que este debe ser potenciado, señalando las ventajas que esta implica para la región y para las denominadas ‘tecnolatinas’. Respecto del concepto de Economía Digital, expresó que esta comprende cualquier negocio que utilice herramientas digitales, por lo tanto abarca desde multinacionales hasta emprendedores.  Finalmente, concluyó que todo lo anterior es posible debido a la naturaleza abierta y descentralizada de Internet, reiterando además que la Economía Digital no es un monstruo sino la misma economía, y por lo tanto, debe tenerse mucho cuidado cuando se piensa en regulación, ya que esto implica regular todos los sectores económicos.
En seguida, el Dr. Pardo se refirió a la importancia de determinar el alcance de la Economía Digital, ya que la computación en la nube y la simple digitalización de archivos por parte de las empresas, no se constituye como tal. Así, señaló que la claridad conceptual permite identificar acertadamente las oportunidades y amenazas que esta representa. En ese sentido, explicó que la Economía Digital comprende tres ejes: la digitalización de operaciones y transacciones internas; la interacción con el cliente; y, el modelo de negocio en la era digital (especialmente, el ingreso de nuevos competidores y la posibilidad de entrar en nuevos mercados).
Seguidamente, el Dr. Hernández señaló que el impacto de la Economía Digital representa un retorno positivo a la sociedad y es un proceso transversal a todos los sectores económicos, ya que la economía ahora se entiende ahora a través de un proceso de digitalización. De otro lado, se refirió a que en la coyuntura actual se evidencia un desfase entre la regulación actual y los retos que plantea la dinámica de la Economía Digital, de manera que considera que el análisis de la era digital debe girar alrededor del estudio de varios aspectos: los derechos de los usuarios, el rol del Estado, los incentivos a la innovación y a la competencia en los distintos sectores, y la sostenibilidad.
Por último, el Dr. Villegas planteó que la Economía Digital no es un concepto nuevo, ya que este fue acuñado en 1995, solo que está en auge porque es un término que reúne múltiples discusiones que se están dando en todos los sectores económicos, es entonces la economía de hoy en día.  Así, considera que esta no es una temática sectorizada sino realmente transversal, y por lo tanto, de esta manera es como debe adelantarse la discusión, por parte de la autoridades económicas, como el Ministerio de Hacienda, el Banco de la República o el DNP, y no únicamente por el Ministerio TIC, como ocurre actualmente.
Luego, el moderador preguntó a los panelistas sobre sus consideraciones para dinamizar la Economía Digital colombiana, de manera que el uso de Internet vaya más allá de las redes sociales.
Frente a lo cual, la Dra. Lenis señaló que Colombia es el tercer país con más ‘tecnolatinas’ de la región y en consecuencia, el uso de Internet solo para redes sociales está pasando de moda, especialmente en las nuevas generaciones que ven el potencial de Internet para desarrollar negocios, entre otras posibilidades. Explicó que realmente el problema es que estos jóvenes desarrolladores cuentan con muchas barreras para que la idea sea exitosa, rentable y escalable, por ejemplo, los altos impuestos, la falta de talento TI, la pobre logística en el país para el e-commerce y los múltiples trámites para crear empresas en Colombia. Por último, cerró con que Internet no es un mundo sin reglas, y que por lo tanto deben ser protegidos el usuario y la competencia.
En el mismo sentido, el Dr. Villegas señaló que lo más importante es la creación de incentivos, los cuales no se generan mediante regulación, -la cual solo debe aparecer en el evento de fallas del mercado-, porque se mandan mensajes negativos, contrarios a la inversión. Por lo tanto, especialmente para las start-ups, sugiere un modelo de poca regulación que genere incentivos, como: reducción de impuestos, no regulación de nuevos mercados, menos rigidez en las normas de protección de datos, y certeza respecto de las normas de derechos de autor en Internet.
Luego, el representante de Telefónica comentó que la herramienta no debe ser la regulación sino la política pública, por lo cual afirmó que Colombia tiene que pasar de ser un país consumidor de servicios digitales a productor de los mismos.  Dicha política pública debe articularse en pro de promover el uso de Internet como herramienta de trabajo, especialmente por parte de las Mipymes, la creación de talento TI y de clústeres de innovación, incentivos a la inversión privada (siendo muy crítico con la reversión), y medidas de orden redistributivo por parte de todos los agentes que concurren en un mismo mercado.
Finalmente, el Dr. Pardo cerró la ronda afirmando que, en primer lugar, la política de Economía Digital del país no va a funcionar sin altísimos montos de inversión, señalando que existe una dicotomía entre si fomentar la compartición de la infraestructura existente (modelo de red única, que elimina incentivos para competir en infraestructura diferenciada), o impulsar la creación y generación de nueva infraestructura. En segundo lugar señaló que la intervención regulatoria es enemiga de la innovación, y por último, indicó que deben ser protegidos los derechos de los usuarios finales, específicamente en términos de apropiación.
A continuación,  el Dr. Tovar preguntó a los panelistas sobre cómo conciliar los intereses de las industrias tradicionales con los intereses de los nuevos desarrollos digitales.
Frente a esto, el Dr. Villegas reiteró que existe una sola economía, solo que nos encontramos en una transición, postura que ejemplificó con el modelo resultante de la situación Napster, bajo la cual los tradicionales tuvieron que adaptarse a las plataformas. Siendo así, resaltó el papel del Estado con políticas pro-fomento y pro-innovación. 
Seguidamente, el Dr. Hernández expresó que esta discusión es un problema de toda la sociedad y de todos los sectores económicos, entonces debe pasar a comprenderse cómo van a replantearse las cadenas de valor con la Economía Digital para las distintas industrias, ya que todas se verán modificadas.
Luego, el representante de Claro explicó que, desde el punto de vista empresarial, es incuestionable la necesidad de adaptarse y que, desde el punto de vista de la política pública, la ruta debe ser eliminar asimetrías, idealmente, a través de la desregulación.
Cerró la Dra. Lenis concluyendo que las empresas no deben ser reacias al cambio, sino que deben reinventarse e innovar constantemente para no quedar en el pasado, siendo esto aplicable también al Estado, de manera que este debe revisar frecuentemente las reglas de juego y las cargas de los distintos agentes, especialmente, en el entorno digital.
Luego, el moderador le preguntó a los expertos por su opinión respecto de tres conceptos distintos: el servicio, la regulación del servicio y los contenidos.
Respondiendo al interrogante, el Dr. Lorenzo Villegas explicó que, primero, existe una separación entre servicios y contenidos en virtud del principio de neutralidad de la red; y segundo, que ve una tendencia del MinTIC a revivir el servicio de valor agregado del Decreto –Ley 1900 de 1990, frente a lo que se discute si fue derogado o no por la Ley 1341 de 2009.  Igualmente, manifestó que el Ministerio lo que busca es cobrar contraprestaciones a quienes usan redes telecomunicaciones para obtener más recursos, lo cual, en su opinión, es meramente una política fiscal contraria a una política pública de largo plazo que incentive a la innovación.
Por último, la representante de Google expresó su preocupación en razón de que en Colombia no existe una norma clara de delimitación de responsabilidad de intermediarios en Internet, situación la cual también es problemática en toda Latinoamérica. 
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